
TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL/ Improcedencia por prematura presentación de la tutela, se encuentra pendiente el trámite de definición de competencia

“Para la Sala no todos los requisitos generales se satisfacen, si bien aún está por definirse lo relativo a la competencia, porque es sabido que al recibir los expedientes, los Jueces Civiles del Circuito a quienes se les repartan, tendrán la opción de asumir la competencia; y si consideran que no la tienen, generar los conflictos que correspondan, que tendría que dirimir la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. Esto pone al descubierto lo prematuro de estas acciones de tutela, pues en el camino quedan alternativas para el accionante de recurrir las providencias que eventualmente se dicten. Es decir, que no se cumple el requisito de la subsidiariedad, ya que existen otros remedios de defensa judicial por agotar.” 

TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL/ Improsperidad si la decisión del funcionario no es caprichosa o arbitraria

“(…) en lo que toca con la acción popular 2015-00324-00, basta decir que lo allí ocurrido fue que el Juzgado inadmitió la demanda para que se aportara un documento relacionado con la existencia y representación legal de la entidad accionada, en el que se señalara su domicilio, evento para el cual se concedió el término de 3 días, en vista de que el accionante se abstuvo de hacerlo, se procedió al rechazo por esa exclusiva razón, que no es la que se discute en esta sede, al margen de que se diga que, en todo caso, lo resuelto por el Juzgado no luce caprichoso o arbitrario, si bien se funda en una decisión de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, que la misma funcionaria citó en su providencia, y que ha ilustrado sobre la necesidad de realizar tal averiguación, con el fin de precisar la competencia del juez.”
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, febrero doce de dos mil dieciséis
Expedientes:  


	66001-22-13-000-2016-00040-00
	66001-22-13-000-2016-00044-00

	66001-22-13-000-2016-00048-00
	66001-22-13-000-2016-00053-00

	66001-22-13-000-2016-00059-00
	66001-22-13-000-2016-00063-00

	66001-22-13-000-2016-00067-00
	66001-22-13-000-2016-00072-00


Acta N° 68 de febrero 12 de 2016
Decide la Sala las acciones de tutela de la referencia, propuestas por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público. 
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó sendas acciones de tutela contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de eta ciudad, radicadas así: 
	66001-22-13-000-2016-00040-00
	66001-22-13-000-2016-00044-00

	66001-22-13-000-2016-00048-00
	66001-22-13-000-2016-00053-00

	66001-22-13-000-2016-00059-00
	66001-22-13-000-2016-00063-00

	66001-22-13-000-2016-00067-00
	66001-22-13-000-2016-00072-00


 



En todos los caos aduce la violación de los derechos “al debido proceso, la igualdad y la debida administración de justicia”, cuya protección depreca. Y pide, además, que en relación con las acciones radicadas con los números 2016-00040-00/ 00059-00/ 00063-00 y 00067-00 “conceder mi alzada, amparado en las pruebas que solicite, donde se conceda la alzada frente al auto que rechaza un proceso de dos instancias” (sic) y en lo atañedero a las radicadas como 2016-00044-00/ 00048-00/ 00053-00 y 00072-00, “se ordene tramitar mi acción EN EL DOMICILIO DE LA ENTIDAD ACCIONADA A prevencion, tal como lo solicite. Es decir tramite mi acción el juez a quo escogido por mi a prevención, ya que la accionada tiene DOMICILIO allí.” (sic); además, pidió de manera general para ambos grupos que se relacione un listado de todas las acciones popular que haya rechazado, con número de radicado, partes y domicilio respecto al accionado; se escanee copia de su tutela y del fallo a un correo electrónico; se le brinde copia física e íntegra de toda la acción y se dé trámite a acción de tutela contra la Defensoría del Pueblo de caldas. 
 



Dijo en sus escritos que presentó varias acciones populares que quedaron anotadas en ese despacho judicial con las radicaciones, respecto del primer grupo anunciado así: “2015-931”, “2015-764”, “2015-1001”, “2015-947”, “2015-890”, “2015-910”, “2015-10032”, “2015-975”, “2015-979”, “2015-980” y “2015-960”, mismas que fueron rechazadas, presentó reposición y en subsidio apelación, para que se tramitaran en el domicilio de la entidad accionada en la ciudad de Pereira, pero no se repuso y se negó la alzada, cuando esta, acorde con posición del Consejo de Estado es viable, y el trámite de las acciones, insiste, debe ser en el domicilio de la entidad accionada como lo escogió, amparado en el artículo 16 de la Ley 472 de 1998.




Del segundo grupo acumulado, dijo que instauró las acciones populares que fueron registradas con los números “2015-943”, 2015-928”, “2015-922”, “2015-324”, “2015-945”, “2015-998” y “2015-983”,  las cuales fueron rechazadas, presentó reposición y en subsidio apelación, con el fin de que se tramitaran en el lugar del domicilio de la entidad accionada, es decir, en esta ciudad; pero no se repuso y el juzgado se negó a tramitar las acciones en el lugar escogido a prevención, siguiendo lo previsto en el artículo 16 de la ley 472 de 1998.
Se dispuso el trámite respectivo y la vinculación del Ministerio Público y la Defensoría del Pueblo. La Procuraduría señaló que su intervención está restringida a la protección de derechos colectivos dentro de la actuación que le sea notificada; la funcionaria accionada remitió copias solicitadas en relación con las referidas demandas, con la aclaración de que remitía únicamente las correspondientes a una de las acciones populares porque, al margen de algunas fechas diversas, su contenido y trámite en general correspondía a la misma situación, salvo en lo que tocaba con la radicada al número “2015-0324” que, como difería sí de aquellas, remitía el juego independiente de las respectivas copias.

Con posterioridad, el accionante, solicitó no acumular las acciones de tutela porque en algunos casos las partes eran distintas e insistió en que se adelante similar demanda contra la Defensoría del Pueblo de Caldas. 
La Defensoría local, guardó silencio. 

CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de los derechos fundamentales “al debido proceso, igualdad y debida administración de justicia”, bajo la premisa, en últimas, en ambos grupos de demandas ya relacionadas y discriminadas, del desconocimiento de la regla contenida en el artículo 16 de la Ley 472 de 1998, lo que propició la acumulación de las mismas, con la suficiente explicación dada en el auto que les dio impulso, fechado a enero 29 último, al que se remite la Sala con ocasión de la solicitud que con posterioridad eleva el accionante para que se separe el trámite. (f. 51).
En este contexto, han de resolverse todas las demandas con un mismo criterio fáctico y jurídico, excepto en lo que toca con lo acaecido en la acción popular 2015-00324-00, que revestirá análisis diverso, por no corresponder a la misma situación de hecho de las demás.

Con esta precisión, debe recordarse que reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, en la sentencia T-021 de 2014, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     
Para la Sala no todos los requisitos generales se satisfacen, si bien aún está por definirse lo relativo a la competencia, porque es sabido que al recibir los expedientes, los Jueces Civiles del Circuito a quienes se les repartan, tendrán la opción de asumir la competencia; y si consideran que no la tienen, generar los conflictos que correspondan, que tendría que dirimir la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. Esto pone al descubierto lo prematuro de estas acciones de tutela, pues en el camino quedan alternativas para el accionante de recurrir las providencias que eventualmente se dicten. Es decir, que no se cumple el requisito de la subsidiariedad, ya que existen otros remedios de defensa judicial por agotar. 
Por consiguiente, en los términos del numeral 1° del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991, las acciones se declararán improcedentes. 

Ahora, como se anunció, en lo que toca con la acción popular 2015-00324-00, basta decir que lo allí ocurrido fue que el Juzgado inadmitió la demanda para que se aportara un documento relacionado con la existencia y representación legal de la entidad accionada, en el que se señalara su domicilio, evento para el cual se concedió el término de 3 días, en vista de que el accionante se abstuvo de hacerlo, se procedió al rechazo por esa exclusiva razón, que no es la que se discute en esta sede, al margen de que se diga que, en todo caso, lo resuelto por el Juzgado no luce caprichoso o arbitrario, si bien se funda en una decisión de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, que la misma funcionaria citó en su providencia, y que ha ilustrado sobre la necesidad de realizar tal averiguación, con el fin de precisar la competencia del juez. 

Así que, en este caso, se negará el amparo. 
 



En cuanto a las “pretensiones” de que se escanee su tutela y se remita copia del fallo a su correo electrónico, se tiene que de todo lo actuado se le envía copia al correo electrónico suministrado para recibir notificaciones personales; de otro lado, se autorizará, a su costa, la expedición de copia de todos los folios que componen esta actuación; se negará, por infundada, la solicitud de relación de actuaciones y otros aspectos pedidos, ya que nada tiene que ver con la trasgresión de los derechos que se invocan, entre otras cosas, porque tal requerimiento debe hacérselo al juzgado mismo. 

  



En lo que atañe a la insistente petición de que tramite tutela contra la Defensoría del Pueblo de Caldas, se tiene que (i) el libelo no está dirigido en su contra, sino del Juzgado Cuarto Civil del Circuito local; (ii) los hechos no vinculan a esa entidad, pues no fue ante ella que se promovieron las acciones populares cuyo impulso pretendía; (iii) el demandante tiene expedita la vía para acudir directamente a la ciudad de Manizales para formular la acción de tutela, que no debería ser más que una, contra la Defensoría del Pueblo, previa indicación clara al juez competente de las razones por las cuales debe procederse en su contra; (iv) estima la Sala que debe desterrarse la idea del demandante de que todos los jueces del país, pero particularmente los del eje cafetero, debemos atender cada una de sus amañadas peticiones, para suplir las cargas mínimas que a él le incumben y que no cumple, producto de lo cual se viene generando una parálisis en los despachos judiciales, y no solo en ellos, sino que, de rebote, también se trastornan las actividades de otras dependencias, como la Procuraduría, la Defensoría del Pueblo, las Alcaldías, entre otras. 
 



Por último, se absolverá a las demás entidades involucradas.

DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA IMPROCEDENTES los amparos impetrados por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local.
Se NIEGA el elevado con ocasión de lo actuado dentro de la acción popular radicada al número 2015-00324-00.

Se absuelve a las demás entidades involucradas dentro de la presente acción de tutela.

A costa del interesado, expídanse las copias solicitadas.

Se niegan las demás pretensiones invocadas.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARIA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA        
            -Con permiso-      

� Sentencia C-543-92
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